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EDUCACIÓN INCLUSIVA

El asunto que nos convoca en este momento, a nivel de país, refiere al DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACIÓN, en el que se pretenden establecer las garantías y las condiciones prioritarias para su efectiva protección. En este sentido, es de indudable consideración, la esencia estructural en el que rondaría el debate, en que, ni más ni menos, sería frente a la EDUCACIÓN INCLUSIVA.  Las razones tendrían un carácter de obviedad, en el que su argumentación y sustento, en este momento serían innecesarias y, de darse, sería tema de un prolongado tiempo y larga dinámica por sus robustas bases jurídicas, teóricas e históricas. 

El enfoque de la educación inclusiva en Colombia y en el mundo es de larga data. Ha sido y sigue siendo un tema de gran relevancia en el campo educativo tanto en nuestro país como a nivel internacional, promovido por la "Declaración Mundial sobre Educación para Todos" de la Unesco en 1990 y respaldado por diversas organizaciones internacionales

La educación inclusiva se fundamenta en la idea de que todos los estudiantes, independientemente de sus diferencias, tienen el derecho a recibir una educación de calidad en un entorno que fomente la igualdad y la equidad. En este sentido, creo que las controversias no serían muchas.

Normatividad de la educación inclusiva.

La EDUCACIÓN INCLUSIVA tiene relativamente, muchos referentes normativos, acuerdos y políticas, en nuestro país.

Nos tendríamos que remitir, en principio a la Constitución Política de 1991, en donde se sientan las bases para la igualdad de oportunidades en la educación y promueve la inclusión de todos los estudiantes. Seguidamente, encontramos la Ley 115 de 1994, Ley General de Educación, que establece los principios y directrices para la educación en Colombia, enfatizando la igualdad y la calidad educativa. De ahí en adelante encontramos decretos y leyes que reglamentan la integración e inclusión de personas con capacidades diferentes o mejor apuntando a una terminología más precisa, personas con FUNCIONALIDAD DIVERSA

Alguna normatividad en ese sentido, mencionadas en términos generales serían, por ejemplo:

· La Ley 361 de 1997, que aborda la integración social de las personas con limitaciones y establece mecanismos para garantizar su participación en la sociedad.
· La Ley 762 de 2002, que ratifica la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, reforzando su protección legal.
· La Ley 1145 de 2007, que crea el Sistema Nacional de Discapacidad y ajusta la definición de discapacidad a los estándares de la Convención de la ONU de 2006.
· La Ley 1346 de 2009, que se refiere a la "Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad" adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, comprometiendo a Colombia con sus principios.

Y finalmente, tenemos la Ley 1618 de 2013, conocida como la "Ley Estatutaria de Inclusión," que refuerza aún más la educación inclusiva como un derecho fundamental en el sistema educativo de Colombia, en el que se definen sus bases en algunos decretos reglamentarios, como el DECRETO 1421 de 2017 que actualmente rige las disposiciones para la atención educativa en nuestras instituciones de educación formal.

¿Problema resuelto?

Entonces, con todos estos referentes normativos, podríamos considerar que el tema de la EDUCACIÓN INCLUSIVA está resuelto o, por lo menos en gran parte.

No se puede negar la narrativa sólida que sustentan las políticas públicas al darles lectura, que se direccionan a la promoción de la educación inclusiva en Colombia, con el objetivo de reducir las desigualdades y garantizar que todos los estudiantes tengan acceso a una educación de calidad sin importar sus diferencias. Aquí se puede apreciar una intencionalidad, bastante constructiva, esperanzadora, motivante y muy bien elaborada, apoyada, no solo en las necesidades nacionales, sino también en marcos jurídicos y políticas internacionales.

Hasta ahí, todo bien. Sin embargo, tendríamos que revisar si la letra es congruente con la realidad, para constatar el cumplimiento de los fines propuestos y el impacto en la sociedad, especialmente en las poblaciones objetivo. La pregunta problema, para una indagación de tipo cuantitativo y cualitativo, en tal sentido, de manera general, sería: ¿Cuál es la realidad en la que aterrizan estas políticas normativas, en nuestro país?

Tendríamos que preguntarnos también, ¿el problema que subyace de fondo en las poblaciones de niños, niñas, jóvenes y también adultos, se ha podido resolver enteramente? ¿Pese a los esfuerzos de diferentes sectores sociales de nuestra sociedad y las políticas públicas que direccionan su atención hacía el tema de la EDUCACIÓN INCLUSIVA?

Creería que, frente a estos cuestionamientos, en cierta forma, estaría de más, un proceso de investigación riguroso, dado que cada uno de los que estamos aquí presentes, y la mayoría de los colombianos, de alguna u otra manera, directa o indirectamente, hemos palpado la realidad; algunos como espectadores y otros como dolientes de la misma, en donde muchos colombianos viven en carne propia, día a día, con esfuerzo, dolor y sufrimiento, lo que es sacar adelante a un hijo o hijos con dificultades, que les impide corresponder con efectividad a los aprendizajes o a la exigencia social. Otros actores sociales, como personas o instituciones, que trabajamos imparablemente, desde hace muchos años, en apoyo al mejoramiento de las condiciones problémicas de estas poblaciones, somos también testigos de la realidad.

Sin embargo, revisando las investigaciones documentadas, por diferentes entidades, nacionales e internacionales, que han ahondado en la indagación de la realidad de las poblaciones, comunidades y familias que tienen hijos e hijas con problemáticas relacionadas con las barreras de aprendizaje, también encontramos una realidad poco alentadora, en la revelación de las estadísticas.

Haciendo un ejercicio juicioso, investigativo, trabajo de campo, identificando a conciencia las realidades de nuestros territorios y sus comunidades, los diferentes sectores que confluyen en los propósitos del cumplimiento de la norma, el sector educación, el sector salud y otros contextos sociales, encontraríamos, sin lugar a dudas, un panorama que difiere de los propósitos benignos de la norma, realidad que situaría su narrativa en una definición más idealista que pragmática.

¿Cuál es esa realidad?

Pues la realidad subyace en las indiscutibles condiciones de nuestro país, que constituyen barreras innegables en una gran mayoría de colombianos, en donde principalmente, impacta es en nuestros niños, niñas y jóvenes y en especial a aquellos que tienen dificultades para los aprendizajes y dificultades para dar respuesta con efectividad a la exigencia social. 

¿Cuáles son esas condiciones?

Pobreza.

La pobreza en Colombia es un tema complejo y persistente que constituye un obstáculo fundamental para el desarrollo de la sociedad. Este índice de pobreza no solo se refleja en la falta de recursos económicos, sino que abarca una serie de carencias interconectadas que afectan gravemente a muchas familias en el país. Las consecuencias de la pobreza se manifiestan en múltiples dimensiones, como la dificultad para acceder a alimentos suficientes y nutritivos, vivienda adecuada, atención médica de calidad y servicios educativos que cumplan con los estándares necesarios para el crecimiento y desarrollo de los niños y jóvenes.

Es importante destacar que las condiciones de pobreza generan un impacto desproporcionado en nuestros niños, niñas y jóvenes, ya que son especialmente vulnerables a las adversidades económicas y sociales. La infancia y la juventud son etapas cruciales para la formación de las bases de un futuro exitoso, y cuando estas etapas se ven empañadas por la pobreza, los obstáculos se vuelven más difíciles de superar.

En el contexto de la educación y las dificultades de aprendizaje, la pobreza actúa como un agente agravante. Los niños y jóvenes que provienen de entornos empobrecidos enfrentan obstáculos adicionales para recibir una educación de calidad. La falta de recursos, la inseguridad alimentaria y la falta de acceso a servicios de salud pueden impactar negativamente en su desarrollo cognitivo y emocional. Además, la pobreza puede limitar su acceso a materiales educativos, apoyo adicional y oportunidades extracurriculares que son fundamentales para el aprendizaje.

La pobreza no solo es un problema económico, sino un factor multidimensional que incide de manera significativa en la vida de los niños, niñas y jóvenes colombianos. La superación de la pobreza y la creación de entornos más equitativos son elementos esenciales para garantizar que todos los estudiantes tengan igualdad de oportunidades en el sistema educativo y puedan superar las dificultades de aprendizaje con el apoyo adecuado.

Violencia e inseguridad.

Las condiciones de violencia, inseguridad aunado al desplazamiento forzado, también desempeñan un papel importante en la dificultad de nuestros niños y jóvenes para acceder a una educación de calidad. Muchas comunidades, especialmente en regiones afectadas por conflictos armados, luchan por mantener la estabilidad y la continuidad de su educación en un entorno marcado por la violencia y la inestabilidad.
Desplazamiento forzoso.

El desplazamiento forzoso, sin duda, representa un tópico estructural problemático de larga data en Colombia, y lamentablemente, es un fenómeno que no muestra signos de disminución. Por el contrario, continúa avanzando debido a una serie de factores complejos y arraigados en la sociedad.

Esta problemática, que se ha convertido en un problema crónico y desafiante, no solo por el desplazamiento interno sino por el externo, caso migración venezolana, merece una atención significativa debido a su influencia en múltiples aspectos de la sociedad, y su impacto es particularmente pronunciado en las ciudades capitales del país.

La ciudad de Cali, siendo uno de los principales destinos para los desplazados internos en Colombia, experimenta una gran afluencia de niños, niñas y jóvenes que llegan en busca de refugio y oportunidades. Sin embargo, estos jóvenes afrontan dificultades significativas cuando se enfrentan a un nuevo modelo educativo que a menudo exige un mayor nivel de conocimientos y habilidades en comparación con lo que estaban acostumbrados en sus lugares de origen.

Esta transición a un nuevo entorno educativo no solo supone un cambio en los contenidos curriculares, sino también en la cultura escolar y las dinámicas de aprendizaje. Los estudiantes desplazados se ven en una situación complicada para responder eficazmente a estas demandas. Estas complicaciones pueden manifestarse de varias maneras:

1. Dificultades académicas: Los estudiantes pueden tener carencias académicas significativas debido a las limitaciones de acceso a una educación de calidad en sus lugares de origen. Esto puede hacer que les resulte difícil mantenerse al día con el currículo escolar y alcanzar los niveles educativos esperados para su edad.
2. Dificultades de adaptación: La adaptación a un nuevo entorno, con compañeros y docentes desconocidos, puede ser emocionalmente desafiante. La pérdida de redes de apoyo previas y la sensación de aislamiento pueden afectar su bienestar psicológico.
3. Problemas socioeconómicos: Muchas de estas familias llegan con recursos limitados y a menudo se enfrentan a problemas socioeconómicos que pueden dificultar aún más su proceso de adaptación.
4. Diversidad cultural: Las diferencias culturales entre su lugar de origen y la ciudad de destino pueden llevar a una sensación de alienación y dificultades para integrarse en una comunidad educativa diversa.

En este contexto, es fundamental comprender que estos niños, niñas y jóvenes no solo enfrentan dificultades educativas, sino que también se ven afectados emocionalmente y psicológicamente. La presión de cumplir con las expectativas académicas puede tener un impacto negativo en su autoestima, bienestar general y proyecto de vida.

La escena política.

La política de un país es un factor crucial que influye en la forma en que se abordan y se resuelven los problemas sociales y económicos. En el caso de Colombia, se observa una marcada polarización política que ha afectado la capacidad del país para abordar y resolver de manera efectiva una serie de desafíos, incluyendo la educación inclusiva y las dificultades de aprendizaje. 

Un problema endémico en Colombia es la CORRUPCIÓN, que ha erosionado la confianza en las instituciones públicas y ha socavado los recursos disponibles para abordar cuestiones importantes, como la educación inclusiva. Los recursos destinados a mejorar la calidad de la educación y brindar apoyo a aquellos con dificultades de aprendizaje a menudo se desvían debido a la corrupción en el sistema. Esto reduce la eficacia de los programas y políticas educativas, dejando a los estudiantes más vulnerables en una situación aún más precaria.

La burocracia excesiva o ineficiente en las instituciones gubernamentales puede ralentizar la implementación de políticas y programas relacionados con la educación. Cuando se trata de cuestiones tan apremiantes como la inclusión educativa, los retrasos y la burocracia pueden tener consecuencias graves. Los estudiantes que requieren apoyo adicional a menudo no pueden esperar indefinidamente a que los procesos burocráticos se resuelvan, lo que limita su acceso a una educación de calidad.

La insuficiencia de recursos económicos en el país puede obstaculizar la capacidad del gobierno para cumplir con los propósitos de las normas relacionadas con la educación inclusiva y las dificultades de aprendizaje. Garantizar que todos los estudiantes reciban una educación de calidad, independientemente de sus habilidades o limitaciones, es costoso. La falta de inversión adecuada en educación puede llevar a una carencia de personal capacitado, materiales didácticos y adaptaciones curriculares necesarios para atender las necesidades de los estudiantes con dificultades de aprendizaje.

Estos problemas políticos y económicos se interconectan y crean un entorno en el que los desafíos educativos persisten sin una solución efectiva. La corrupción debilita la capacidad del gobierno para utilizar sus recursos de manera eficiente, la burocracia ralentiza la implementación de políticas y programas necesarios, y la falta de inversión adecuada en educación limita las oportunidades de los estudiantes con dificultades de aprendizaje.

Ahora echemos un vistazo a los contextos principales de los sectores sociales, en donde desembocan los niños, niñas y jóvenes en condición de estudiantes y, que es en donde se pretende, se resuelva el problema.

Sector educación

Las instituciones educativas tanto oficiales como privadas, son los receptores de las políticas públicas, que supuestamente, en estricto cumplimiento, deben cumplir los fines y objetivos redactados en las normas.

¿Cuál es su realidad? 

El sistema educativo colombiano, aterrizado en los planteles educativos, son los que enfrentan desafíos significativos: 

La sobrepoblación de estudiantes es uno de los obstáculos más apremiantes, lo que genera una serie de problemas adicionales que impactan negativamente la calidad y la equidad de la educación en el país. Cuando una institución educativa enfrenta una sobrepoblación de estudiantes, la atención individualizada se vuelve un desafío. Los profesores tienen que lidiar con aulas llenas y, a menudo, no pueden dedicar el tiempo necesario para comprender y abordar las necesidades específicas de cada estudiante. Esto es especialmente problemático para aquellos con dificultades de aprendizaje, ya que requieren un enfoque más personalizado y estrategias pedagógicas diferenciadas.

La cobertura puede significar un intento positivo en el cumplimiento de lo demandado en la carta magna de nuestro país. ¿Pero pese a los esfuerzos del estado, podríamos considerar que ello coayuda en una educación de calidad e inclusiva? Creería que responder este cuestionamiento, daría lugar a un apartado bastante robusto. Sin embargo, la respuesta, ya la conocemos.

La falta de recursos, tanto financieros como materiales, limita la capacidad de las instituciones educativas para brindar apoyo a los estudiantes con discapacidades o dificultades de aprendizaje. La adaptación de materiales didácticos, la disponibilidad de tecnologías de asistencia y la capacitación del personal son elementos cruciales para la educación inclusiva, y la falta de recursos dificulta la implementación efectiva de estas prácticas.

La falta de preparación del personal docente para abordar las necesidades de los estudiantes con discapacidades es un problema crítico. La educación inclusiva requiere profesionales capacitados en pedagogía y metodologías específicas para atender a esta población. La capacitación docente es esencial, y su frecuencia y contenido deben ser adecuados para garantizar que los maestros estén equipados para brindar apoyo efectivo.

El tema de los profesionales de apoyo en los colegios, es un “dedo en la llaga” en las políticas educativas, especialmente en lo referente a la inclusión, tanto en el oficial como en el privado.

Obviamente el número de profesionales de apoyo designados para atender una gran cantidad de estudiantes con múltiples problemáticas, es insuficiente y, aún más difícil atender a los estudiantes con discapacidades. Con solo uno o dos profesionales de apoyo o máximo tres, en la mayoría de los colegios oficiales, para más de 1,000 estudiantes, la atención individualizada se vuelve casi imposible. Incluso en los casos en que algunos estudiantes son atendidos, estas atenciones suelen limitarse a una mera recepción de la problemática, sin poder llevar a cabo una intervención efectiva. En su lugar, los estudiantes a menudo deben ser remitidos a profesionales externos, y en la mayoría de los casos, a especialistas en la materia. 

Estos profesionales desempeñan un papel fundamental en la implementación de estrategias de apoyo y adaptaciones curriculares, pero cumplir la misión…difícil. 


(tema PIAR)


sector salud.

Otro sector de la sociedad, en donde impacta la norma en lo referente a la inclusión educativa, es el sector salud.

El sector de la salud, en el contexto de la atención a los estudiantes con dificultades de aprendizaje, a menudo se ve obstaculizado por protocolos burocráticos que dificultan enormemente su efectiva accesibilidad. La obtención de citas con especialistas puede llevar semanas, e incluso meses, lo que resulta en una espera prolongada y angustiosa para los niños y sus familias. Cuando finalmente se obtiene una cita, las sesiones suelen durar alrededor de 20 a 30 minutos, un tiempo que resulta insuficiente para abordar adecuadamente las complejas necesidades de los estudiantes.

Además, estas sesiones breves a veces conducen a diagnósticos superficiales que, en lugar de reflejar la realidad de los niños, los etiquetan con patologías y psicopatologías que pueden no ser reales. Estas etiquetas inexactas pueden tener un impacto perjudicial en el futuro de nuestros hijos y sus familias, generando una carga emocional adicional y limitando sus oportunidades de desarrollo.

Otro problema, radica en que las valoraciones realizadas por los especialistas del sector salud estatal, a menudo carecen de pertinencia y no se amplían para tener en cuenta los contextos y factores de origen de las problemáticas. Esto significa que no se abordan de manera integral las causas subyacentes de las dificultades de aprendizaje, lo que dificulta la implementación de soluciones efectivas y personalizadas para cada niño. Esta falta de enfoque contextual puede perpetuar los problemas en lugar de abordarlos de manera adecuada.


En el complejo escenario de apoyo a las poblaciones afectadas por dificultades de aprendizaje, nos encontramos con una dura realidad: muy pocas entidades, ya sean del ámbito estatal o del sector privado con enfoque sin ánimo de lucro, han asumido la misión de respaldar de manera efectiva y significativa a estas poblaciones. Las limitaciones y desafíos a los que se enfrentan son numerosos y se interponen en el camino hacia una atención adecuada.

Los recursos destinados a estas iniciativas suelen ser insuficientes, lo que dificulta la implementación de programas y proyectos de apoyo de gran alcance. La carencia de recursos puede llevar a la falta de personal especializado y a la limitación en la cobertura de servicios esenciales para la población que más los necesita.

Además, los procesos de contratación con entidades estatales suelen ser complicados y prolongados, lo que puede llevar a demoras en los pagos. Esta situación pone en aprietos a las instituciones y puede limitar su capacidad para brindar apoyo de manera oportuna y efectiva.

En el caso de las instituciones sin contrato con el Estado, muchas de ellas asumen el papel de este, no por obligación, sino por convicción y vocación. Se dedican a esta labor en un ejercicio de altruismo y empatía hacia las poblaciones necesitadas. Sin embargo, se encuentran en una situación precaria en términos de recursos y apoyo institucional.

La realidad actual evidencia la necesidad apremiante de una mayor inversión y apoyo a las entidades y organizaciones que trabajan en pro del mejoramiento de la calidad de vida de las poblaciones con dificultades de aprendizaje. Sin estas instituciones, muchas personas quedarían desatendidas y marginadas, enfrentando desafíos insuperables en su búsqueda de una educación de calidad y una vida digna. La sociedad en su conjunto debe reconocer la importancia de esta labor y movilizarse para brindar el apoyo necesario a quienes la realizan.

CONCLUSIÓN

La realidad de Colombia refleja una serie de desafíos complejos y persistentes que afectan significativamente a los niños, niñas y jóvenes en su búsqueda de una educación inclusiva y de calidad. A pesar de los marcos legales y las políticas que promueven la educación inclusiva en el país, existen barreras ineludibles que dificultan la materialización de este ideal.

La pobreza, la falta de acceso a recursos esenciales y la desigualdad económica y social son obstáculos significativos que impactan de manera desproporcionada en la niñez y la juventud colombiana. Estas condiciones crean dificultades adicionales en el ámbito educativo, limitando su acceso a una educación de calidad y a servicios de apoyo que son cruciales para superar las dificultades de aprendizaje.

Además, la sobrepoblación en las instituciones educativas, la falta de personal docente capacitado y los limitados recursos disponibles hacen que la atención individualizada sea prácticamente imposible. La infraestructura de apoyo pedagógico es insuficiente, y la atención de los casos de discapacidad y dificultades de aprendizaje es un reto que se debe afrontar con seriedad y compromiso.

Los problemas en el sistema de salud, caracterizados por protocolos burocráticos y largos tiempos de espera, también afectan negativamente la atención de los niños con necesidades especiales. Los diagnósticos superficiales pueden etiquetar erróneamente a los estudiantes, perjudicando su futuro y el de sus familias.

En este contexto, el rol de entidades privadas o entidades sin ánimo de lucro que trabajan en apoyo al mejoramiento de poblaciones con problemáticas que dificultan corresponder a las exigencias de los entornos educativos institucionales, específicamente, se vuelve fundamental para coadyuvar en la valoración y el tratamiento de las dificultades de aprendizaje. La falta de capacidad del Estado para abordar de manera integral estas problemáticas hace que la colaboración con actores externos sea esencial para garantizar que todos los niños tengan igualdad de oportunidades en su búsqueda de una educación de calidad.

En última instancia, es imperativo que la sociedad y las autoridades se comprometan a abordar estos desafíos de manera efectiva. La educación inclusiva es un derecho fundamental, y solo mediante un esfuerzo conjunto y la implementación de estrategias de cambio, podremos superar las barreras que actualmente limitan el acceso y la calidad de la educación en Colombia. Garantizar un futuro promisorio para todos los niños, sin importar sus circunstancias, debe ser un compromiso inquebrantable de nuestra sociedad.

Finalmente, no podemos negar que los marcos normativos han demostrado un esfuerzo social en procura de buscar soluciones a las problemáticas que subyacen en la presente dinámica, a lo largo de muchas décadas en nuestro país, pero que, en una gran medida, la narrativa contrasta notablemente con la realidad. En ese sentido, podríamos afirmar de manera coloquial que, muy bonita la letra, muy bonita la retórica, pero ¿será que el presente proyecto de ley también será solo bonito, señores legisladores? En esta ocasión, creería que no, estamos convencidos, que actualmente hay una presencia importante de representantes de la sociedad colombiana en el sistema legislativo, que actúan con convicción y que demostrarán su compromiso con nuestros hijos y nosotros sus familias.
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